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CONTROL AUTOMATICO DE LEGALIDAD – Auto que inadmite el trámite de control inmediato de legalidad / RESOLUCIÓN 0000301 DE 2021 – Expedida por la Corporación Autónoma Regional del Atlántico / ACTO ADMINISTRATIVO OBJETO DE CONTROL – No desarrolla alguno de los decretos legislativos expedidos en vigencia de la Emergencia Económica, Social y Ecológica declarada por el Gobierno Nacional con ocasión de la pandemia asociada con el Covid-19

[…] la resolución dispone habilitar el trabajo presencial de un grupo de funcionarios, adoptar la modalidad del trabajo en casa para otros, en los términos de la ley 2088 de 2021, así como regular la atención presencial de usuarios y fijar el horario de trabajo presencial y en casa. Respecto de estas medidas el despacho observa que no son desarrollo de decretos legislativos expedidos en vigencia de la Emergencia Económica, Social y Ecológica declarada por el Gobierno Nacional con ocasión de la pandemia asociada con el Covid-19, razón por la cual no procede el control inmediato de legalidad en los términos del artículo 136 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Adicionalmente, la resolución anuncia que la entidad <<aplicara (sic) los decretos que en ejercicio del estado de emergencia haya dictado el Gobierno Nacional frente a conciliaciones prejudiciales, derechos de petición procesos judiciales y otros…>> y ordena levantar <<cualquier término que a la fecha se encuentre suspendido>>. Sobre tal disposición, si bien sugiere la aplicación o desarrollo de los decretos legislativos expedidos en el marco de la Emergencia Económica, Social y Ecológica declarada por el Gobierno Nacional, lo cierto es que su texto no incorpora contenido normativo de ninguna naturaleza.  En lugar de ello, el precepto parece limitarse a comunicar que la entidad habrá de aplicar en el futuro las disposiciones de los decretos legislativos dictados por el Gobierno Nacional en materia de suspensión de términos. En consecuencia, no hay en la disposición mencionada desarrollo alguno de los decretos legislativos y, por lo tanto, tampoco procede el control inmediato de legalidad en los términos del artículo del artículo 136 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.
FUENTE FORMAL: LEY 2088 DE 2021 / LEY 1437 DE 2011 – ARTÍCULO 136 

NORMA DEMANDADA: RESOLUCIÓN 0000301 DE 2021 (18 de junio) CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DEL ATLÁNTICO
CONSEJO DE ESTADO

SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SALA SÉPTIMA ESPECIAL DE DECISIÓN

Consejero ponente: MARTÍN BERMÚDEZ MUÑOZ

Bogotá D.C., siete (7) de julio de dos mil veintiuno (2021)

Radicación número: 11001-03-15-000-2021-04108-00(CA)A
Actor: CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DEL ATLÁNTICO

Demandado: RESOLUCIÓN 0000301 DEL 18 DE JUNIO DE 2021

Naturaleza:
Control inmediato de legalidad de la Resolución No. 0000301 de 18 de junio de 2021 expedida por la Corporación Autónoma Regional del Atlántico

AUTO

Procede el despacho a pronunciarse sobre la admisión del control inmediato de legalidad de la Resolución No. 0000301 expedida por la directora general (e) de la Corporación Autónoma Regional del Atlántico <<POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTA EL PROCEDIMIENTO DE RETORNO DE FUNCIONARIOS, EMPLEADOS Y CONTRATISTAS A TRABAJO PRESENCIAL Y NO PRESENCIAL Y SE DEFINEN OTRAS DISPOSICIONES.>>
Examinadas las medidas adoptadas a través de la resolución referida, se observa que se basan en las facultades ordinarias con que cuenta la entidad, particularmente la prevista en el artículo 29 de la Ley 99 de 1993, conforme con la cual corresponde al director general de las Corporaciones Autónomas Regionales: <<Dirigir, coordinar y controlar las actividades de la entidad y ejercer su representación legal.>>

Así mismo, se explica en sus considerandos que el procedimiento de retorno de funcionarios, empleados y contratistas al trabajo presencial que se dispone a través de la resolución se hace con observancia de la resolución 777 de 2021 expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social, por medio de la cual se adoptaron los criterios para el desarrollo de actividades económicas, sociales y del Estado, y se aprobó el protocolo general de bioseguridad que permita el desarrollo de las mismas.  
También se invoca la resolución 738 de 2021 de la misma cartera, que extendió la declaratoria de la emergencia sanitaria hasta el 31 de agosto de 2021 y la Directiva Presidencial No. 4 de 9 de junio de 2009 que invitó a los entes autónomos a adoptar directrices con el fin de facilitar el retorno a las actividades presenciales.
Con los mencionados fundamentos normativos, la resolución dispone habilitar el trabajo presencial de un grupo de funcionarios, adoptar la modalidad del trabajo en casa para otros, en los términos de la ley 2088 de 2021, así como regular la atención presencial de usuarios y fijar el horario de trabajo presencial y en casa.

Respecto de estas medidas el despacho observa que no son desarrollo de decretos legislativos expedidos en vigencia de la Emergencia Económica, Social y Ecológica declarada por el Gobierno Nacional con ocasión de la pandemia asociada con el Covid-19, razón por la cual no procede el control inmediato de legalidad en los términos del artículo 136 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo
Adicionalmente, la resolución anuncia que la entidad <<aplicara (sic) los decretos que en ejercicio del estado de emergencia haya dictado el Gobierno Nacional frente a conciliaciones prejudiciales, derechos de petición procesos judiciales y otros…>> y ordena levantar <<cualquier término que a la fecha se encuentre suspendido>>. 

Sobre tal disposición, si bien sugiere la aplicación o desarrollo de los decretos legislativos expedidos en el marco de la Emergencia Económica, Social y Ecológica declarada por el Gobierno Nacional, lo cierto es que su texto no incorpora contenido normativo de ninguna naturaleza.  En lugar de ello, el precepto parece limitarse a comunicar que la entidad habrá de aplicar en el futuro las disposiciones de los decretos legislativos dictados por el Gobierno Nacional en materia de suspensión de términos. 

En consecuencia, no hay en la disposición mencionada desarrollo alguno de los decretos legislativos y, por lo tanto, tampoco procede el control inmediato de legalidad en los términos del artículo del artículo 136 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.
Lo anterior, sin perjuicio de que sobre la mencionada resolución se pueda adelantar el examen de su legalidad, a petición de parte y a través de otro de los medios de control previstos en la ley. 

En mérito de lo expuesto, el despacho:

RESUELVE:
PRIMERO: NO ADMITIR el trámite de control inmediato de legalidad sobre la Resolución No 0000301 de 18 de junio de 2021 expedida por la Corporación Autónoma Regional del Atlántico.

SEGUNDO: NOTIFICAR la presente providencia a la directora general (e) de la Corporación Autónoma Regional del Atlántico.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MARTÍN BERMÚDEZ MUÑOZ

Magistrado
